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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

 

 

JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL 

FLORENCIA – CAQUETA 

 

Florencia Caquetá, Veintidós (22) de Febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

ASUNTO:             ACCION DE TUTELA 

ACCIONANTE: VICTOR HUGO GUZMÁN ESCOBAR 

ACCIONADO: FUNDARCA 

DERECHOS: PETICIÓN  

RADICACIÓN:  N° 2022-00011 

SENTENCIA             013 

 

1. ASUNTO 

 

Procede este despacho a decidir la acción de tutela interpuesta por el abogado 

HERNANDO RIVERA CUELLAR, de la Defensoría del pueblo en calidad de agente 

Oficioso del señor VICTOR HUGO GUZMÁN ESCOBAR, identificada con cédula de 

ciudadanía N° 38866179 expedida en Buga-Valle del Cauca, en contra de la 

fundación FUNDARCA, por la presunta violación de su derecho fundamental de 

Petición.   

 

2. ANTECEDENTES. 

 

 

2.1. FUNDAMENTOS FÁCTICOS  

  

La parte accionante sustenta la petición de Tutela en los siguientes hechos: 

 

“1. El señor VICTOR HUGO GUZMÁN ESCOBAR, presentó derecho de petición 

con radicado físico del 07de octubre de 2021 y reiterado el día 02 de diciembre 

de 2021, ante la entidad, solicitando pronunciamiento frente a su situación 

laboral. 

2. Hasta la fecha FUNDARCA, no ha dado solución ni respuesta de manera clara, 

de fondo y conforme a lo solicitado además de su notificación en debida forma. 

3. A consecuencia de lo anterior el accionante requirió ayuda ante la 

Defensoría Del Pueblo, para que sea protegido su derecho fundamental de 

petición.” 

3. PRETENSIÓN 

 

Solicita el accionante: 

 

“PRIMERO. Ordenar a LA JUNTA DIRECTIVA DE FUNDARCA y/o quien 

corresponda, amparar con su actuar el derecho constitucional fundamental a 

la Petición. 
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SEGUNDO: Ordenar a la Dirección LA JUNTA DIRECTIVA DE FUNDARCA, y/o 

quien corresponda, dar solución al requerimiento dado por el señor VICTOR 

HUGO GUZMÁN ESCOBAR. 

 

TERCERO: Que, como consecuencia de lo anterior, se ordene a LA JUNTA 

DIRECTIVA DE FUNDARCA adelantar los trámites administrativos necesarios y 

suficientes para garantizar la prestación del servicio de petición en términos de 

fondo, de manera clara, precisa, oportuna y acorde con lo solicitado.” 

 

4. TRAMITE PROCESAL 

 

La presente acción de tutela correspondió a este despacho por reparto el día 10 de 

Febrero de 2022 y se le imprimió el trámite legal, avocando el conocimiento 

mediante Auto No. 018 de fecha 11 de Febrero de 2022 y ordenando notificar a la 

entidad accionada, para que ejerciera su derecho de contradicción y defensa. 

 

 

5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 

 

5.1. FUNDACIÓN FUNDARCA 

 

La parte accionada pese a haber sido debidamente notificada por el 

Despacho mediante Oficio No. 106 del 11 de Febrero del presente año, 

enviado vía correo electrónico de la misma fecha al buzón 

fundarca@yahoo.com , el cual fue otorgado por el actor en su escrito tutelar 

como correo de notificaciones de la Fundación, la misma guardo silencio 

frente a los hechos y pretensiones objeto de la presente Acción de tutela.  

 

 

6. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

6.1. LA ACCION DE TUTELA.  

 

La acción de tutela como mecanismo protector de los derechos fundamentales, tiene 

su origen en el artículo 86 de la Constitución Política, el cual expresamente manifiesta: 

 

“…Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o 

por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los 

particulares en los casos que señala este decreto, la cual procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable...” 

 

6.2. CARÁCTER FUNDAMENTAL DE LOS DERECHOS INVOCADOS EN AMPARO 

 

Para la definición de los derechos fundamentales, cuenta el Juzgador con una serie 

de criterios principales y auxiliares. Los criterios principales son suficientes y vinculantes. 

Los auxiliares sirven de apoyo en la labor interpretativa del Juez de tutela en la 

definición de los derechos fundamentales. Es así como dentro de aquellos criterios 
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auxiliares encontramos los tratados internacionales sobre derechos humanos; los 

derechos de aplicación inmediata; los derechos fundamentales por su ubicación y 

denominación, etc. 

 

6.3. DERECHO DE PETICIÓN. 

 

El artículo 23 de la Carta Política consagra el Derecho de Petición en los siguientes 

términos: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales”.  

 

En relación al derecho de petición la Corte Constitucional en la sentencia T- 146 de 

2012 siendo el magistrado ponente el Dr. José Ignacio Pretelt Chaljub manifestó lo 

siguiente: 

 

 “Derecho de petición, reiteración de jurisprudencia” 

 

“El artículo 23 de la Carta establece: “Toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular 

y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 

organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.".  

 

“En repetidas ocasiones, la Corte Constitucional ha estudiado el contenido, 

ejercicio y alcance del derecho fundamental de petición. De este modo, ha 

concluido que el mismo constituye una herramienta determinante para la 

protección de otras prerrogativas constitucionales como son el derecho a la 

información, el acceso a documentos públicos, la libertad de expresión y el 

ejercicio de la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones que 

los afectan”.  

 

“…” 

 

“Ahora bien, en cuanto al contenido de esta garantía, entiende esta Corporación 

que”: 

 

 “(…) el ejercicio de derecho de petición comienza con la posibilidad de dirigirse 

respetuosamente a las autoridades, tal y como lo señala el primer enunciado 

normativo del artículo 23 cuando señala que ‘Todo (sic) persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general 

(...)’.  

 

“Esta solicitud desencadena la actuación correspondiente, esto es, que dentro de 

un término razonable, se profiera una decisión de fondo, el cual constituye un 

segundo elemento integrado a la noción del derecho que el artículo 23 superior 

recoge- “y a obtener pronta resolución”-.  

 

“Además, como tercer enunciado, encontramos el segundo parágrafo de la 

disposición constitucional que señala que la ley “podrá reglamentar su ejercicio 

ante organización privadas para garantizar los derechos fundamentales”. Es decir, 

las reglamentaciones de estos tres elementos identifican e individualizan el derecho 
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fundamental.” (En negrilla en el texto original) 

 

(…) 

 

“En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el 

derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la 

cuestión.  Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al 

accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de 

una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho 

de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la 

respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que 

habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la 

solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).” 

 

“En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de 

respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido 

que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención 

de la pronta resolución de la petición”.  

 

“Sin embargo, se debe aclarar que, el derecho de petición no implica una 

prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea obligado 

a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se 

debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde 

oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir 

que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los 

términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de 

tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en 

la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho 

pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio 

del administrado, el mandato constitucional.” 

 

Frente al derecho de petición ante particulares, en sentencia T-487/17, la Corte 

Constitucional expuso:  

 

“Conforme lo dispone la jurisprudencia de la Corte Constitucional y lo ha venido 

reiterando, el ejercicio del derecho de petición en Colombia está regido por las 

siguientes reglas y elementos de aplicación: 

 

1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 

 

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política. 

 

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la 

respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, 

precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del 

peticionario. 
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4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

 

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones 

privadas y en general, a los particulares. 

 

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 

formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, 

que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no 

pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar 

los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la 

contestación. 

 

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 

resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, 

el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 

 

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de 

petición no la exonera del deber de responder. 

 

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar 

la respuesta al interesado. 

 

(…)  

 

4. El derecho de petición ante particulares 

 

4.1. El Decreto 01 de 1984, que contenía el Código Contencioso Administrativo 

derogado, no regulaba el ejercicio del derecho de petición ante particulares. Sin 

embargo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional dispuso su procedencia, 

estableciendo un sistema de reglas aplicables en desarrollo de los artículos 2, 20, 23 y 

86 de la Constitución Política. Dentro de esta perspectiva la Sentencia SU-166 de 1999 

había dispuesto en dicho escenario, que la procedencia del derecho de petición 

ante particulares estaba regida por los siguientes elementos y reglas: 

 

1) La Constitución de 1991 amplió el alcance del derecho fundamental de petición, 

pues este se predica respecto de la administración y de las organizaciones privadas, 

precisando que el ámbito de aplicación en estas últimas era limitado. 

 

2) En el ejercicio del derecho de petición ante particulares, deben diferenciarse dos 

situaciones: (i) si la organización privada presta un servicio público o si por la función 

que desempeña adquiere el status de autoridad, el derecho de petición opera como 

si se tratase de una autoridad pública[19]; y (ii) cuando el sujeto pasivo del derecho 

de petición es una organización que no actúa como autoridad, sólo opera cuando 

el Legislador lo haya reglamentado[20]. Por lo mismo, la posibilidad de ejercer el 

amparo de este derecho contra particulares, depende del ámbito y de las 

condiciones que señale el Legislador. 
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3) La extensión del derecho de petición a particulares que no actúan como 

autoridad, sólo es procedente cuando el derecho de petición sea el instrumento para 

garantizar otros derechos fundamentales, pues su ejercicio no puede implicar una 

intromisión en el fuero privado de quienes no exponen su actividad al examen público. 

 

Posteriormente la Corte Constitucional haría lugar a la procedencia del derecho de 

petición ante particulares, en aquellos casos en que exista una relación de 

subordinación o un estado de indefensión, como desarrollo de lo previsto para el 

ejercicio de la acción de tutela contra particulares, por el artículo 86 de la 

Constitución y el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

  

4.2. El tema del derecho de petición ante particulares seguiría desarrollándose. Más 

recientemente y a modo de balance, la Sentencia T-268 de 2013 reiteró la 

procedencia del derecho de petición ante particulares en seis eventos [22]: 

 

1) Cuando los particulares son prestadores de un servicio público. 

 

2) En los casos en que los particulares ejercen funciones públicas. 

 

3) Cuando los particulares desarrollan actividades que comprometen el interés 

general. 

 

4) En aquellos casos en los que la protección de otro derecho fundamental haga 

imperativa la respuesta. 

 

5) Cuando haya estado de indefensión o situación de subordinación frente al 

particular al que se le eleva la petición. 

 

6) Cuando el legislador autoriza la procedencia de la petición. 

 

4.3. La regulación definitiva del derecho de petición ante particulares está contenida 

en los artículos 32 y 33 de la Ley 1755 de 2015, que recogieron el sistema de reglas 

construido por la Corte Constitucional, de la siguiente manera: 

 

“Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para 

garantizar sus derechos fundamentales ante organizaciones privadas con o sin 

personería jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, 

asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, instituciones financieras o 

clubes. (negrilla fuera de texto original).  

 

Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán 

sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. 

 

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 

solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política y la ley. 

 

Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y bases de 

datos de carácter financiero, crediticio, comercial, de servicios y las provenientes de 

terceros países se regirán por lo dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data. 
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Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales cuando 

frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, subordinación 

o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente 

al peticionario. 

 

Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría del Pueblo 

prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, para 

garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición que hubiere ejercido 

o desee ejercer ante organizaciones o instituciones privadas. 

 

Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y radicación de 

solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones y/o multas por 

parte de las autoridades competentes. 

 

Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios ante instituciones privadas. Sin 

perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de Compensación Familiar, 

a las Instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades que 

conforman el sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan servicios 

públicos y servicios públicos domiciliarios, que se rijan por el derecho privado, se les 

aplicarán en sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las disposiciones sobre 

derecho de petición previstas en los dos capítulos anteriores.” 

 

4.4. La Ley 1755 de 2015 es una ley estatutaria y por lo mismo, el proyecto de articulado 

fue sometido a control previo ante la Corte Constitucional, por medio de la Sentencia 

C-951 de 2014 

 

El análisis de la Corte recogió la jurisprudencia sobre derecho petición ante 

particulares ya referida en este fallo, afirmando desde el inciso primero del artículo 32 

de la ley, que el ejercicio de ese derecho corresponde a las mismas reglas del derecho 

de petición ante autoridades públicas, de modo tal, que la petición puede ser 

presentada de modo verbal, escrito o por cualquier modo idóneo, y que el particular 

queda sujeto al término para responder peticiones en interés general y particular de 

quince (15) días hábiles; peticiones de información, diez (10) días hábiles; y peticiones 

de consulta treinta (30) días hábiles. 

 

Como precisión alrededor de los casos en que se alega la reserva de documentos, la 

Corte dijo que “fue voluntad del legislador que al derecho de petición ante 

particulares no le aplicaran las reglas de la insistencia en caso de reserva documental, 

en la medida en que este recurso es conocido por la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo y no se estableció un procedimiento para ello, por cuanto ello hace 

parte de otras leyes que de manera especial regulan la materia”[23]. 

 

La Corte declaró la constitucionalidad del inciso tercero del artículo 32, que faculta a 

las entidades privadas a invocar la reserva de información, precisando que “el artículo 

24 relativo a las reservas que se encuentran en el Capítulo II, se encuentra excluido 

del derecho de petición ante particulares”[24], señalado además, que los particulares 

están habilitados para invocar las reservas contempladas en otras leyes que regulan 

la materia de manera especial, como pueden serlo la Ley Estatutaria de Habeas Data 

1266 de 2008 y la Ley de Protección de Datos 1581 de 2012, entre otras normas. 

 

Finalmente la Corporación reiteró la procedencia del derecho de petición ante 
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particulares, en los casos de indefensión y subordinación, en nombre de la eficacia 

horizontal de los derechos fundamentales ante particulares, como expresión del 

derecho a la igualdad, afirmando desde la Sentencia T-689 de 2013, que “En el plano 

de las relaciones privadas, la protección de los derechos fundamentales tiene una 

eficacia horizontal como una manifestación del principio de la igualdad, pues, 

precisamente ante las relaciones dispares que se sostienen en el ámbito social, sin la 

obligatoriedad de los derechos fundamentales entre particulares, la parte débil 

quedaría sometida sin más, a la voluntad de quien ejerce autoridad o tiene ventaja 

sobre ella, y desde el punto de vista material, equivale a decir que quienes se 

encuentran en estado de indefensión o subordinación tienen la posibilidad de asumir 

una verdadera defensa de sus intereses.” 

 

CASO EN CONCRETO: 

 

En estudio del caso que nos ocupa, se tiene que el señor VICTOR HUGO GUZMÁN 

ESCOBAR, presentó petición solicitando información a la Junta Directiva Fundación 

FUNDARCA, en calidad de empleador del actor, en un primer momento la misma 

fue radicada el 07 de Octubre de 2021, cuyo objeto atiende a “Derecho de 

petición” y cuenta con firma manual que da cuenta que se recibió este mismo día 

a las 11: 02 AM.  

 

Asimismo, el accionante reitera la petición, el 02 de Diciembre de 2021 con fecha 

de recibo del mismo día ante la misma Fundación, frente a la cual según las 

declaraciones del señor Víctor Hugo Guzmán en la situación fáctica expuesta en el 

escrito tutelar la Fundación FUNDARCA no ha dado respuesta de fondo, congruente 

y oportuna a su solicitud, por tal motivo solicita el amparo de su derecho 

fundamental de Petición y en consecuencia, se ordene al accionado para que 

emita la respectiva respuesta.  

 

Ante el silencio de la parte accionada, esto es, la Fundación FUNDARCA, 

debidamente notificada al correo electrónico otorgado por el accionante como 

medio de notificación, no evidencia el despacho que la solicitud escrita del libelista 

fuese atendida dentro del término de la presente acción constitucional.  

 

Por lo expuesto y en virtud a los pronunciamientos ampliamente reiterados de las 

Altas Cortes, en las que se definen como elemento del núcleo esencial del derecho 

de Petición el derecho a obtener una respuesta clara, de fondo, congruente y 

oportuna para todas personas que hayan radicado, enviado o presentado por 

cualquier medio una solicitud respetuosa ante una Autoridad o particular, en 

atención que es un medio por el cual se hacen efectivos otros derechos como el de 

la igualdad y dignidad humana ante las autoridades y/o particulares, por ello éstas 

deben atender responsablemente las solicitudes que ante ellas se interpongan.  

 

Finalmente, al no ser emitida y/o notificada en debida forma la respuesta a la 

petición elevada por el señor VICTOR HUGO GUZMÁN ESCOBAR, del 07 de Octubre 

de 2021 y reiterada en memorial del 02 de Diciembre de 2021, debe el Despacho 

TUTELAR EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN del actor, con el fin de ordenar a 

la Junta directiva de la Fundación Fundarca y/o quien realice esta función, emita 

respuesta clara, de fondo y congruente la cual deberá ser debidamente notificada 

al peticionario, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes al recibo de 
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la correspondiente comunicación. 

 

Conforme a lo anteriormente expuesto, el JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL DE 

FLORENCIA CON FUNCION DE CONTROL DE GARANTÍAS, administrando Justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición a favor del señor VICTOR HUGO 

GUZMÁN ESCOBAR.  

 

SEGUNDO: ORDENAR a la FUNDACIÓN FUNDARCA que, en el término de cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes al recibo de la correspondiente comunicación, conteste la 

petición presentada por el accionante el 07 de octubre de 2021 y reiterada en 

memorial del 02 de Diciembre de 2021, en los términos expuestos en la pate motiva del 

presente Fallo. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE la presente sentencia de la manera más expedita, advirtiéndole 

a las partes e intervinientes que esta decisión podrá ser impugnada dentro de los tres 

(3) días siguientes a su notificación, única y exclusivamente a través del correo 

electrónico j03penmunfencia@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

CUARTO: En caso de no ser impugnada esta decisión, envíese a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión, según lo dispone el art. 31 del decreto 2591 de 1991. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

JUAN CARLOS CHURTA BARCO 

Juez 

 

 

Firmado Por: 

 

Juan Carlos Churta Barco 

Juez 

Juzgado Municipal 

Penal 003 Control De Garantías 

Florencia - Caqueta 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 
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